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El 26 de junio de 2017 se llevó a cabo el primer encuentro de “Dialogando BA” para una Ley de Conflicto y Gestión de Intereses. La iniciativa fue organizada por la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos del Ministerio de Gobierno del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (GCBA). El evento tuvo un carácter multisectorial: participaron miembros del GCBA, de la provincia de Buenos Aires y nacional, así como integrantes de la Legislatura porteña, de organizaciones de la sociedad civil, de la academia y del sector privado. En este primer encuentro se trataron temas referentes a la regulación sobre gestión de intereses (también llamada lobby). El 11 de julio se realizará el segundo, orientado a la regulación sobre conflictos de intereses. 
El evento se dividió en dos partes. En primer lugar, un panel de expertos integrado por Marcos Novaro (investigador de CIPOL), Matías Szapiro (Integrante del Consejo Profesional de Relaciones Públicas y Presidente de la Comisión de Relaciones Corporativas), Noel Alonso Murray (Directora General de Fundación Directorio Legislativo), Natalia Fidel (Legisladora, Presidente de la Comisión Especial de Reforma Política) y Clodomiro Risau (Legislador, Presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales). En segundo término, se trabajó en mesas de diálogo a través de un debate participativo sobre la regulación que debería tener la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en materia de gestión de intereses. 
Principales conclusiones de las mesas de trabajo
1. Definición de “gestión de intereses”
Es necesario generar una definición lo suficientemente amplia como para no dejar ámbitos de influencia afuera (inclusive los informales), pero lo suficientemente específica como para que pueda hacérsela operativa. La definición debe legitimar los derechos que acarrea el concepto, y por lo tanto debe incluir tanto intereses con fines de lucro como sin.





2. Sujetos involucrados
Entre los gestores deben incluirse actores colectivos e individuales, aunque hay que tener en cuenta la amplitud que esto podría tener. También se puede pensar en que los funcionarios deban atenerse a esta normativa a la hora de gestionar intereses del Estado ante privados. Entre los receptores, deben incluirse todos los funcionarios públicos de los tres poderes, puesto que son quienes toman decisiones que afectan el interés del Estado (y de los privados que gestionan ante él).   
3. Registro de gestores.
No hubo consenso. Quienes sostienen que es deseable incluirlo argumentan que eso transparentaría el registro de audiencias (ver punto 4), que garantiza que las conversaciones entre funcionarios y sociedad civil se hagan mediante representantes legítimos y que incentivaría la profesionalización de la actividad en el largo plazo. Sin embargo, quienes sostienen que no es deseable incluirlo argumentan la dificultad hacerlo operativo en tanto es difícil identificar a todos los potenciales gestores y que la regulación debería evitar una mayor carga burocrática. 
4. Registro de audiencias
Hubo consenso sobre el hecho de que su funcionamiento sería parte fundamental de una regulación como la que se discute. Además, debe ser público. Sin embargo, no quedó claro cuál sería la mejor manera de implementarlo: podrían cargarlo directamente los funcionarios o hacerlo a través de la autoridad de aplicación. Es importante que incluya el tema de cada reunión y que se capacite a los funcionarios en pos del uso de tecnología para su correcta implementación. 
5. Igualdad de trato entre partes interesadas en la misma temática
Se hizo hincapié en la dificultad de definir a todas las partes interesadas en la misma temática para generar instancias de diálogo de todas con los funcionarios. Además, se discutió si debe ser obligatorio para los funcionarios reunirse con partes que tengan distintos intereses en una situación o si, por el contrario, el control social que genera el registro de audiencias puede ser un mecanismo para incentivar ese comportamiento – dado que el funcionario tiene el derecho de negar una reunión -. 
6. Autoridad de aplicación
Existió consenso mayoritario respecto de que no hay necesidad de crear nueva estructura. Por el contrario, la autoridad de aplicación puede ser una dependencia ya existente que se ocupe de temas de transparencia e integridad. Particularmente, se sugirió vincularlo a áreas que vean temas de integridad. 



7. Mecanismos para evitar la influencia indebida
La propia exposición de información online (registro de audiencias o eventualmente de gestores) y la potencial inclusión de preceptos de rendición de cuentas serían medidas para evitar la influencia indebida. Sin embargo, eso no parece ser suficiente: el consenso es revisar el texto y la implementación de la normativa relacionada con ética pública e intentar generar un cambio cultural. 
8. Sanciones
Hubo consenso sobre el hecho de que resulta más deseable incentivar el cumplimiento que penar el incumplimiento. Se mencionaron sanciones económicas, administrativas, judiciales e incluso sociales (tareas comunitarias, por ejemplo). Sin embargo, si bien quedó claro que las sanciones deben aplicarse a funcionarios, no hubo consenso sobre si también deben aplicarse a gestores. 
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